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RESUMEN: El objetivo de la investigación es analizar y reflexionar en torno a los principales hallazgos 

del Censo Energético 2024, teniendo en cuenta sus procesos de diseño e implementación y las tensiones 

metodológicas y políticas que emergen de ellos. El relevamiento, realizado durante diciembre de 2024, 

se basó en una muestra representativa de hogares distribuidos en cuatro barrios populares de la ciudad 

de Salta donde se aplicaron 356 encuestas heteroadministradas. Este estudio articula una perspectiva 

socio-técnica y situada para analizar múltiples dimensiones del servicio eléctrico, desde cuestiones 

relacionadas con la infraestructura y las tarifas energéticas hasta las percepciones y sentidos sobre estas. 

El análisis reveló condiciones estructurales precarias, percepciones negativas sobre el servicio, y una 

diversidad de estrategias domésticas frente al aumento tarifario y la reducción de subsidios. Los 

resultados destacan la persistencia de vulnerabilidades energéticas, expresadas tanto en el acceso 

deficiente como en la percepción del costo, con implicancias directas para el diseño de políticas públicas 

inclusivas en el contexto de la transición energética. En suma, este instrumento constituye una 

herramienta clave para diagnosticar las condiciones materiales, simbólicas y sociales del acceso a la 

energía en sectores urbanos históricamente marginados.   

 

Palabras clave: vulnerabilidad energética, barrios populares, hábitat popular, acceso a la energía, 

políticas públicas. 

  

INTRODUCCIÓN  

 

El acceso a servicios energéticos seguros, asequibles y de calidad constituye un componente 

indispensable para el ejercicio de una vida digna. La literatura académica ha evolucionado desde una 

visión centrada en el insumo hacia una comprensión del hábitat popular como una compleja producción 

social del espacio (Gonzalez, 2019). En esta línea, Bouzarovski y Petrova (2015) proponen superar la 

dicotomía entre pobreza energética y de combustible, argumentando que toda forma de privación se 

sustenta en la incapacidad de alcanzar un nivel social y materialmente necesario de servicios energéticos 

domésticos. Este enfoque, centrado en los servicios que la energía posibilita -calefacción, refrigeración, 

cocción, iluminación-, enmarca el debate en la tradición de los derechos humanos, posicionando a la 

energía como un vehículo instrumental para garantizar derechos fundamentales como la vida, la salud y 

una vivienda adecuada (Hessling Herrera et al., 2023).  

 

Sin embargo, la expansión urbana informal y la profundización de las desigualdades han convertido el 

acceso a la energía en un factor de exclusión. Lejos de ser un servicio universal, su provisión desigual 

reproduce y profundiza las brechas sociales. La irregularidad en el acceso no solo representa una barrera 

material, sino que expone a los hogares a condiciones de inseguridad, riesgos para la salud y procesos 
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de criminalización que socavan sus derechos y limitan sus capacidades de desarrollo (Duran et al., 2025). 

La producción de conocimiento científico en esta temática permite comprender y socializar la 

complejidad presente en el campo.   

 

El diagnóstico de las condiciones energéticas en los barrios populares de Argentina ha cobrado una 

visibilidad sin precedentes gracias a la creación del Registro Nacional de Barrios Populares (ReNaBaP). 

Este instrumento se ha vuelto una fuente primordial para la investigación, permitiendo una primera 

caracterización a escala nacional de la precariedad habitacional y energética (Gonza et al., 2023). 

Estudios como el de Lopera et al. (2022) han utilizado esta base de datos para identificar patrones 

estructurales, como la preponderancia de conexiones eléctricas informales (presente en el 62% de los 

casos) y la casi nula penetración de la red de gas natural (ausente en el 97% de los hogares). Asimismo, 

el análisis de políticas públicas como el programa "Mi Pieza" ha revelado que, si bien se dirigen a esta 

población, a menudo no logran abordar la dimensión energética de manera integral, limitándose a 

refacciones menores sin problematizar la matriz de acceso, los costos diferenciales o la seguridad de las 

instalaciones (Gonza et al., 2023).  

 

Breve panorama sobre la vulnerabilidad energética en Argentina 

El concepto de pobreza energética -acuñado inicialmente en Europa para describir hogares que destinan 

más del 10% de sus ingresos al pago de servicios básicos (Boardman, 1991)- resulta insuficiente para 

captar la complejidad de la precariedad energética en territorios populares latinoamericanos (Durán et 

al., 2025; Okushima y Tamura, 2011). Frente a ello, se vuelve imprescindible adoptar enfoques más 

amplios, como el de vulnerabilidad energética, que integren no sólo el acceso económico, sino también 

las condiciones materiales de las viviendas, las prácticas de consumo y las dinámicas sociotécnicas que 

configuran el vínculo cotidiano con la energía (Bouzarovski y Petrova, 2015).   

 

En el Sur Global, la vulnerabilidad energética se ha consolidado como una problemática estructural 

íntimamente asociada a procesos de precarización del hábitat y a la ausencia de políticas públicas que 

integren las dimensiones técnicas, sociales y simbólicas de la energía (Gonzalez et al., 2025). Argentina 

no escapa a esta realidad: pese a los avances en cobertura formal, persisten situaciones de acceso 

irregular, conexiones precarias e inseguras, tarifas segmentadas y una débil implementación de 

programas de eficiencia energética en las áreas urbanas más postergadas (Hessling Herrera et al., 2024; 

Durán et al., 2025). Este panorama configura una situación de injusticia energética que es, a su vez, una 

injusticia habitacional y social.  

 

En la ciudad de Salta, los barrios populares urbanos y periurbanos -surgidos en el marco de procesos de 

informalización y autogestión- enfrentan serias restricciones en el acceso seguro y regular a los servicios 

energéticos (González et al., 2025). Sin embargo, la ausencia de indicadores locales que reflejen las 

dimensiones materiales y simbólicas de esta vulnerabilidad constituye una limitación para la 

planificación de políticas públicas inclusivas. Asimismo, investigaciones recientes han señalado la 

necesidad de construir diagnósticos integrales que contemplen la producción social del hábitat, las 

prácticas de consumo, las percepciones de riesgo y las estrategias de subsistencia energética 

(Ottavianelli et al., 2021; Duran et al., 2025). 

 

En este marco, resulta indispensable la producción de datos primarios a nivel de hogar que permitan 

caracterizar con precisión las condiciones de acceso, los patrones de consumo, la infraestructura 

doméstica y los niveles de vulnerabilidad de la población. En consecuencia, surge la “Encuesta sobre 

consumos y condiciones energéticas en barrios populares de la ciudad de Salta” (denominada Censo 

Energético 2024) como una herramienta metodológica y política para mapear estas desigualdades. Por 

lo expuesto, el objetivo de este trabajo consiste en analizar y reflexionar en torno a los principales 

hallazgos del Censo Energético 2024, teniendo en cuenta sus procesos de diseño e implementación y las 

tensiones metodológicas y políticas que emergen de ellos. Asimismo, se busca destacar la relevancia de 

este tipo de iniciativas para consolidar indicadores propios de vulnerabilidad energética urbana, capaces 

de orientar estrategias de transición energética justa y popular en contextos de alta desigualdad.  
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ESTRATEGIA METODOLÓGICA 

 

El diseño del censo se estructuró a partir de una definición multifuente del universo de estudio (es decir, 

los barrios populares) y una selección muestral estadísticamente representativa, con el objetivo de 

capturar la heterogeneidad de las condiciones energéticas en el territorio. La definición de barrios 

populares se apoyó en la triangulación de fuentes oficiales: el Registro Nacional de Barrios Populares 

(ReNaBaP), el Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2022 (INDEC) y la Encuesta 

Permanente de Hogares (EPH). Se consideraron criterios de informalidad, déficit estructural, 

precariedad habitacional y vulnerabilidad socioeconómica.  

 

El trabajo de campo se focalizó en cuatro conglomerados de la ciudad de Salta que, por su extensión, 

densidad poblacional y antecedentes de precariedad, resultan emblemáticos de la problemática. Los 

barrios seleccionados fueron: Barrio Solidaridad, Barrio La Paz, Villa Lavalle y Villa Floresta 

(incluyendo Villa Floresta Alta), ubicados en las zonas sudeste y este de la ciudad (Figura 1).  

 

 
 

Figura 1: Ubicación geográfica de los barrios y villas censados. Fuente: Censo Energético 2024. 

 

Para la selección de las unidades de análisis se optó por un muestreo aleatorio simple, garantizando que 

cada vivienda tuviera la misma probabilidad de ser incluida (Levin y Rubin, 2004). La población total 

estuvo constituida por 4.818 viviendas, obtenidas a partir del cruce de datos del ReNaBaP y la 

Infraestructura de Datos Espaciales de la Municipalidad de Salta (IDEMSa), distribuidas en 2.165 

viviendas en Barrio Solidaridad, 1.180 en Villa Lavalle, 1.050 en Villa Floresta y 88 en Barrio La Paz. 

Para asegurar la representatividad estadística, se calculó un tamaño de muestra de 356 encuestas, con 

un nivel de significancia del 95% y una probabilidad de error del 5%. La distribución de esta muestra 

en cada barrio se realizó mediante una ponderación proporcional a la cantidad de viviendas de cada 

barrio respecto al total, asignando el 44,9% a Solidaridad (160 encuestas), el 24,4% a Lavalle (87 

encuestas), el 28,7% a Floresta (102 encuestas) y el 1,8% a La Paz (7 encuestas). 

 

Con la muestra definida, se siguieron las etapas de diseño, prueba, implementación, sistematización y 

análisis. Se construyó una encuesta estructurada con preguntas cerradas, abiertas, numéricas y de opción 

múltiple, organizadas en dos bloques temáticos: uno sociodemográfico y otro energético. El primero 

permitió relevar información básica sobre las personas y los hogares, incluyendo variables como la edad 

(variable continua), el género, el estado civil, la jefatura de hogar y la condición laboral (variables 

nominales), así como la composición del hogar medida por la cantidad de personas y familias 

convivientes (variables discretas). También se incorporaron el nivel de ingresos (variable continua), la 
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percepción sobre la suficiencia de esos ingresos (variable ordinal) y el acceso a ayudas sociales del 

Estado (variable nominal). 

 

El bloque energético se centró en las condiciones de acceso al servicio, los costos, las formas de pago y 

la percepción del sistema energético. Se relevaron la tenencia del servicio y del medidor, así como la 

existencia de conexiones compartidas (variables nominales). Los costos se abordaron como variables 

continuas, mientras que las formas de pago se clasificaron como variables nominales. La percepción de 

la relación entre precio y calidad del servicio, al igual que el impacto de la quita de subsidios y los 

hábitos de ahorro energético, se consideraron variables ordinales, ya que implican una escala jerárquica 

de respuestas. También se incluyó la frecuencia y horario de interrupciones del servicio, tratadas como 

variables ordinales o discretas según el tipo de escala empleada. El uso de fuentes energéticas 

alternativas como gas, leña, carbón o energías renovables fue codificado mediante variables nominales 

dicotómicas, mientras que la percepción de riesgos eléctricos se midió como variable ordinal y la 

ocurrencia de accidentes fue registrada como variable nominal de tipo dicotómico. Finalmente, el 

equipamiento de electrodomésticos se trató como variable discreta en términos de cantidad y nominal 

en cuanto al tipo de artefactos disponibles. 

 

La clasificación de estas variables se realizó siguiendo los criterios establecidos por Cuestas (2009) y 

Newbold et al. (2008), quienes recomiendan diferenciar entre variables nominales (aquellas que se 

expresan en categorías sin orden), ordinales (con categorías jerarquizadas), discretas (valores enteros) y 

continuas (valores numéricos infinitos dentro de un rango). La modalidad de aplicación fue 

heteroadministrada y presencial, con formato papel. Participaron 25 encuestadores capacitados quienes 

también intervinieron en las instancias de prueba piloto, estudio territorial y carga de datos. El trabajo 

de campo se realizó entre el 6 y el 20 de diciembre de 2024. 

 

El tratamiento de los datos relevados implicó un riguroso proceso de estandarización y estructuración 

para asegurar la calidad, coherencia y comparabilidad de la información, permitiendo un análisis 

descriptivo robusto. La base de datos se sometió a una estandarización de formatos y unidades. Para las 

variables categóricas de respuesta múltiple (ej. "hábitos para reducir el consumo"), se aplicó el 

procedimiento de codificación binaria One-Hot-Encoding, creando columnas independientes para cada 

categoría posible. Esto facilitó el análisis estadístico posterior. Las respuestas "No Sabe/No Contesta" 

(NS/NC) fueron tratadas como una categoría válida para visibilizar la falta de información o la 

indecisión de los encuestados, especialmente en variables de percepción. Se establecieron rangos para 

variables continuas como los ingresos, con el fin de facilitar la visualización y el análisis comparativo. 

Por su parte, los riesgos eléctricos se clasificaron según las categorías emergentes de las respuestas 

abiertas de los propios encuestados (ej. "instalaciones inseguras", "cortocircuitos"), permitiendo 

cuantificar las problemáticas más recurrentes. Cabe señalar que el procesamiento de los datos se realizó 

íntegramente en Microsoft Excel, empleando sus herramientas avanzadas para la estructuración, 

codificación y análisis descriptivo de las variables.  

 

RESULTADOS 

 

El análisis de los datos recabados por el Censo Energético 2024 permite descomponer la problemática 

de la privación energética en los barrios populares de Salta en las tres dimensiones de la vulnerabilidad 

propuestas: la estructural, la socioeconómica y la simbólica. Los resultados no solo cuantifican la 

precariedad, sino que revelan un sistema interconectado donde las deficiencias de la infraestructura, las 

limitaciones económicas y las percepciones de riesgo se refuerzan mutuamente, configurando un estado 

de vulnerabilidad crónica. 

 

La dimensión estructural y socioeconómica: infraestructuras precarias y costos excluyentes 

A primera vista, el acceso a la electricidad parece casi universal, ya que un 97% de los hogares afirma 

contar con servicio eléctrico en su vivienda (Figura 2). Sin embargo, la vulnerabilidad estructural no 

reside en la falta de conexión, sino en la calidad, formalidad y seguridad de la misma. El primer indicador 

de esta precariedad es que un 14,29% de los hogares no posee un medidor eléctrico propio y comparte 

la energía eléctrica con otra vivienda colindante (Figura 3). Esta cifra, que representa a uno de cada siete 



628 

 

hogares, es el punto de partida de la exclusión formal: un acceso no reconocido por la empresa 

distribuidora es un acceso sin garantías técnicas ni derechos comerciales.  

 

 
 

Figura 2: Distribución de hogares según acceso al servicio eléctrico.   

Figura 3: Distribución de hogares según tipo de conexión eléctrica (compartida o independiente). 

Fuente: elaboración propia con base en los datos del Censo Energético 2024. 

 

El censo también revela que un 42% de los hogares sufre interrupciones en el suministro (Figura 4). 

Para quienes padecen estos cortes, el problema es recurrente: un 27% los experimenta más de una vez 

al mes, un 9% más de una vez a la semana y un 7% diariamente (Figura 5). Estos cortes no son meras 

molestias: interrumpen rutinas de cuidado, provocan la pérdida de alimentos y dañan electrodomésticos, 

materializando la vulnerabilidad en la vida cotidiana. La infraestructura resulta, por lo tanto, un agente 

que produce y reproduce la precariedad. 

 

  
 

 Figura 4: Interrupciones en el suministro eléctrico. Figura 5: Frecuencia de las interrupciones. 

Fuente: elaboración propia con base en los datos del Censo Energético 2024. 

 

Sobre esta base estructural precaria se monta una profunda vulnerabilidad socioeconómica. Los datos 

exponen un contexto de fragilidad económica generalizada: un 75% de los hogares encuestados 

considera que sus ingresos no son suficientes para cubrir sus necesidades básicas mensuales (Figura 6) 

y más del 60% se encuentra por debajo de la línea de la Canasta Básica Total1 (Figura 7).  

 

  
 

Figura 6: Percepción sobre la suficiencia de ingresos para cubrir necesidades básicas en el hogar. 

Fuente: elaboración propia con base en los datos del Censo Energético 2024. 
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Figura 7: Ingresos aproximados de hogar por mes. Fuente: Censo Energético 2024. 

 

En este escenario de fragilidad económica, el costo de la energía representa una carga desproporcionada. 

A costos de diciembre 2024, el 57% abona entre $10.000 y $49.999, un 33% entre $50.000 y $99.999, 

un 6% entre $100.000 y $149.999 y solo un 4% más de $150.000 (Figura 8).  En este escenario, la matriz 

energética de los hogares agrava la carga económica. La electricidad y el gas son usados en un 99% y 

92%, respectivamente, mientras que las energías renovables solo registran 1% de uso, evidenciando una 

muy baja incidencia de estas tecnologías en sectores populares (Figura 9). 

 

 
 

Figura 8: Dispersión de los costos del servicio eléctrico. Fuente: Censo Energético 2024. 

 

 
 

Figura 9: Porcentaje de uso promedio por fuente de energía. Fuente: Censo Energético 2024. 
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La dimensión simbólica: percepciones en torno al riesgo eléctrico 

La dimensión simbólica ofrece uno de los hallazgos más reveladores del censo: la disonancia entre el 

riesgo objetivo y la percepción subjetiva. A pesar de las condiciones de precariedad descritas, una 

mayoría del 70% de los encuestados afirma no percibir riesgos eléctricos en su hogar. Solo un 29% sí 

identifica su conexión como peligrosa (Figura 10). Este dato sugiere un proceso de normalización del 

riesgo, donde la convivencia diaria con la precariedad invisibiliza el peligro latente. Sin embargo, para 

el 29% consciente del peligro, los riesgos son muy concretos y están directamente ligados a la mala 

calidad de la infraestructura: instalaciones inseguras (16,4%), antiguas (10,4%), sobrecarga del sistema 

eléctrico (7,7%) y cortocircuitos (7,1%) son las causas más mencionadas (Figura 11).  

 

 
 

Figuras 10: Percepción de riesgos eléctricos en el hogar. 

Fuente: elaboración propia con base en los datos del Censo Energético 2024. 

 

  
 

Figura 11: Tipos de riesgos eléctricos percibidos. 

Fuente: elaboración propia con base en los datos del Censo Energético 2024. 

 

La gravedad de la situación se confirma cuando la percepción se contrasta con la experiencia material. 

Un 11% de los hogares reportó haber sufrido algún tipo de accidente doméstico asociado a riesgos 

eléctricos (Figura 12). Esto demuestra que, aunque el riesgo sea subestimado, sus consecuencias son 

reales y afectan a una porción significativa de la población. La electrocución (55% de los accidentes) es 

la causa más frecuente, evidenciando la letalidad potencial de estas instalaciones (Figura 13). 
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Figura 12: Accidentes domésticos asociados a riesgos eléctricos. Figura 13: Causa de los accidentes. 

Fuente: elaboración propia con base en los datos del Censo Energético 2024. 

 

Frente a estos escenarios, los vecinos no son actores pasivos y desarrollan estrategias de adaptación y 

resistencia, lo que se podría considerar su agenciamiento. El dato de que en la mayoría de los hogares 

se toman diversas medidas para reducir el consumo eléctrico (Figura 14) no debería leerse únicamente 

como una respuesta a los altos precios. Prácticas como "apagar las luces" o "desenchufar 

electrodomésticos" son también formas de gestionar una red inestable y peligrosa, un intento de ejercer 

control en un sistema que los excluye. Estas acciones representan un conocimiento práctico y una forma 

de resiliencia que las políticas públicas suelen ignorar. 

 

 
 

Figura 14: Medidas domésticas implementadas para reducir el consumo energético. 

Fuente: Censo Energético 2024. 

 

Algunas tensiones y desafíos de la investigación en terreno 

El desarrollo de un relevamiento de esta magnitud en territorios complejos no estuvo exento de desafíos, 

los cuales informan tanto las limitaciones del estudio como las estrategias adoptadas para mitigarlas. La 

primera tensión es la que existe entre la estandarización y la complejidad. Una encuesta, por su 

naturaleza, obliga a categorizar y simplificar realidades fluidas. Si bien se logró capturar la 

heterogeneidad de los barrios, el formato de pregunta cerrada inevitablemente deja fuera los matices de 

las respuestas individuales de cada encuestado. Estos matices vienen, muchas veces, de las vivencias 

cotidianas de cada hogar que emergen de la charla con la persona encuestada. Este punto, cabe señalar, 

permitió a los encuestadores registrar observaciones cualitativas que, aunque no se analizaron como 

variables, enriquecieron la comprensión del contexto. El desafío metodológico a futuro es cómo 

complementar esta robustez cuantitativa con aproximaciones cualitativas que den cuenta de esa 

heterogeneidad interna.   
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Por otro lado, se registraron resistencias iniciales de algunos hogares a participar en el censo, motivadas 

por experiencias negativas previas con operativos oficiales y percepciones de desconfianza hacia 

encuestadores externos. Esta situación fue mitigada parcialmente gracias a la colaboración de referentes 

comunitarias y organizaciones barriales, quienes facilitaron el ingreso y promovieron la participación 

de la comunidad. Esta cooperación fue clave para legitimar la labor y facilitar el diálogo con los vecinos. 

Por último, se observaron estrategias de invisibilización de la informalidad energética por parte de 

algunos hogares, que tendían a minimizar o no declarar la existencia de conexiones irregulares por temor 

a sanciones o denuncias, lo que requirió un abordaje sensible por parte de los encuestadores, enfatizando 

el carácter confidencial y académico del relevamiento. Estas tensiones evidenciaron la necesidad de 

continuar desarrollando herramientas metodológicas flexibles, que permitan abordar la heterogeneidad 

del hábitat popular y sus múltiples configuraciones de acceso a la energía. 

 

CONCLUSIONES  

 

El análisis realizado da cuenta de que el acceso a la energía en los barrios populares de Salta no es un 

problema resuelto. Los datos revelan un espejismo de inclusión: detrás de una cobertura eléctrica 

formalmente alta (97%), se esconde una vulnerabilidad sistémica, profunda y multidimensional. La 

interpretación de las variables, a la luz de las condiciones de pobreza estructural, demuestra que la falta 

de un medidor propio (14%), la precariedad de las conexiones, la recurrencia de los cortes (42%) y la 

dependencia de fuentes secundarias costosas e ineficientes no son problemas aislados. Son, en realidad, 

los síntomas energéticos de una exclusión habitacional, social y económica más amplia, que atrapa a los 

hogares en un ciclo de gasto elevado, inseguridad constante y derechos vulnerados. 

 

En este contexto, el principal aporte del censo energético es doble. Por un lado, evidencia el potencial 

de un relevamiento de estas características como herramienta de política pública. Al generar datos 

primarios, situados y granulares, se ofrece a los gestores públicos y a las organizaciones sociales una 

base empírica robusta para ir más allá de los diagnósticos generales. Esta herramienta permite identificar 

los puntos críticos de la vulnerabilidad, comprender las estrategias domésticas de los hogares y, en 

consecuencia, diseñar intervenciones más justas y eficaces. Por otro lado, el estudio subraya la imperiosa 

necesidad de integrar las dimensiones técnicas y sociales en la planificación energética. Los resultados 

demuestran el fracaso de los enfoques puramente técnicos: de nada sirve una alta tasa de conexión si el 

servicio es inseguro, inasequible y el riesgo se ha normalizado hasta volverse invisible para una mayoría. 

La percepción subjetiva, las prácticas culturales y las dinámicas de género no son variables secundarias, 

sino elementos centrales que definen la experiencia del acceso a la energía. 

 

No obstante, esta investigación también deja planteados una serie de desafíos y abre interrogantes para 

el futuro. El primero es la necesidad de consolidar indicadores propios y complejos para medir la 

vulnerabilidad energética en contextos regionales. Si bien este censo es un primer paso fundamental, el 

próximo desafío consiste en sintetizar sus múltiples variables en un índice de vulnerabilidad local que 

pueda ser monitoreado periódicamente. Este indicador no solo serviría para un diagnóstico más preciso, 

sino también para evaluar el impacto real de las políticas públicas implementadas. 

 

El segundo desafío es garantizar la sostenibilidad de estas mediciones, continuar con relevamientos 

periódicos y fortalecer la articulación con los organismos públicos para que esta información no quede 

en un repositorio académico, sino que nutra de forma sistemática la planificación estatal.  Un estudio de 

estas características corre el riesgo de convertirse en un mero ejercicio académico o en una herramienta 

de diagnóstico que no se traduce en acción transformadora. La producción de datos, por sí sola, no 

garantiza la formulación de políticas públicas. Los resultados aquí presentados no son un punto de 

llegada, sino un punto de partida para que las organizaciones barriales, las instituciones académicas y 

los organismos estatales puedan dialogar sobre la base de evidencia concreta, disputar el sentido común 

y co-diseñar soluciones que vayan más allá de la regularización de un medidor. El desafío final, por 

tanto, es político e institucional: cómo construir los puentes para que la información rigurosa producida 

por el censo se convierta en un insumo efectivo para la planificación urbana, la política tarifaria y las 

estrategias de transición energética, asegurando que el derecho a la energía deje de ser un eslogan y 

comience a materializarse en los territorios más vulnerados. 
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Aquí se vuelve ineludible la necesidad, señalada a lo largo del texto, de complementar la robustez de 

datos en diálogo con la intervención cualitativa. ¿Cómo viven las familias la gestión diaria de una red 

precaria? ¿Qué saberes y estrategias de resiliencia despliegan frente a los cortes y los riesgos? ¿Cómo 

se negocian los costos en un hogar con medidor compartido? Estas son preguntas que los números 

pueden plantear, pero que solo la observación y el diálogo abierto pueden responder. 

 

En última instancia, este trabajo busca ser una contribución para pensar una transición energética que 

no deje a nadie atrás. La energía más justa no es necesariamente la que proviene de una fuente renovable, 

sino aquella cuyo acceso es seguro, asequible y habilita una vida digna para todos. La pregunta que 

permanece abierta, y que interpela tanto a la academia como a los responsables políticos, es si seremos 

capaces de construir una transición energética que, en lugar de reproducir las desigualdades existentes, 

se convierta en una genuina herramienta de justicia social y territorial. 

 

NOTA 

 
1Dato extraído de la noticia “Una familia tipo debe ganar $1.024.435 por mes para no ser pobre” 

publicada en el medio salteño Radio Salta el 15/01/25. https://www.radiosalta.com.ar/nota/2025-1-15-

8-58-0-una-familia-tipo-debe-ganar-1-024-435-por-mes-para-no-ser-pobre  
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TOWARDS A SITUATED DIAGNOSIS OF ENERGY VULNERABILITY: DATA OBTAINED 

FROM THE 2024 ENERGY CENSUS IN POPULAR NEIGHBORHOODS OF SALTA 

 

ABSTRACT: The objective of the research is to analyze and reflect on the main findings of the Energy 

Census 2024, taking into account its design and implementation processes and the methodological and 

political tensions that emerge from them. The survey, carried out during December 2024, was based on 

a representative sample of households distributed in four popular neighborhoods of the city of Salta 

where 356 hetero-administered surveys were applied. This study articulates a socio-technical and 

situated perspective to analyze multiple dimensions of the electricity service, from issues related to 

infrastructure and energy tariffs to perceptions and meanings about them. The analysis revealed 

precarious structural conditions, negative perceptions about the service, and a diversity of domestic 

strategies in the face of tariff increases and subsidy reductions. The results highlight the persistence of 

energy vulnerabilities, expressed both in poor access and in the perception of cost, with direct 

implications for the design of inclusive public policies in the context of energy transition. In sum, this 

instrument constitutes a key tool for diagnosing the material, symbolic and social conditions of energy 

access in historically marginalized urban sectors.   

 

Keywords: energy vulnerability, informal neighborhoods, popular habitat, energy access, public 

policies. 
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